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Resaltado en azul el texto que desaparece Resaltado en rojo el texto nuevo  
RD 2393/2004 (artículos modificados) 
 
TÍTULO VIII- MENORES EXTRANJEROS 

Borrador RELOEX 
 
TÍTULO XI- MENORES EXTRANJEROS 

 Capítulo I. Residencia del hijo de residente 
 

Artículo 94. Residencia del hijo de residente legal . 
 
1. Los hijos nacidos en España de extranjero que se 
encuentre residiendo legalmente en España adquirirán 
automáticamente la misma autorización de residencia 
de la que sea titular cualquiera de sus progenitores. 
A estos efectos, el padre o la madre deberán solicitar 
personalmente la autorización de residencia para el hijo 
desde que tuviera lugar el nacimiento o desde que 
alguno de sus progenitores acceda a la situación de 
residencia legal, acompañando original y copia de la 
partida de nacimiento, así como copia de la autorización 
de residencia de la que sea titular cualquiera de sus 
progenitores. Si el hijo nacido en España es de padre o 
madre reconocidos como refugiados, éstos podrán optar 
entre solicitar para él la extensión familiar del derecho 
de asilo o una autorización de residencia, en función del 
interés superior del menor. 
 

Artículo 182. Residencia del hijo nacido en España 
de residente. 
1. Los hijos nacidos en España de extranjero que se 
encuentre residiendo en España adquirirán 
automáticamente la misma autorización de residencia 
de la que sea titular cualquiera de sus progenitores. 
A estos efectos, el padre o la madre deberán solicitar 
personalmente la autorización de residencia para el hijo 
desde que tuviera lugar el nacimiento o desde que 
alguno de sus progenitores acceda a la situación de 
residencia, acompañando original y copia de la partida 
de nacimiento. 
 
2. Si el hijo nacido en España es de padre o madre 
reconocidos como refugiados, éstos podrán optar entre 
solicitar para él la extensión familiar del derecho de 
protección internacional o una autorización de 
residencia, en función del interés superior del menor. 
3. En el caso de hijo nacido en España de un extranjero 
titular de una autorización de residencia por 
reagrupación familiar en condición de descendiente de 
otro residente, aquél adquirirá una autorización de 
residencia por reagrupación familiar dependiente de su 
progenitor. 
En la renovación de la citada autorización de residencia, 
serán valorados, en cuanto a la acreditación de la 
disposición de vivienda adecuada y de medios 
económicos suficientes para cubrir las necesidades de 
la familia, junto a los del progenitor del menor, los del 
primer reagrupante, siempre que el progenitor del menor 
siga siendo titular de una autorización de residencia por 
reagrupación familiar. 
4. Para las renovaciones de las autorizaciones de 
residencia reguladas en este artículo se seguirán los 
trámites y el procedimiento establecido para las 
autorizaciones de residencia de los familiares 
reagrupados. 
5. Las autorizaciones de residencia concedidas en base 
a lo previsto en los apartados anteriores, cuando sus 
titulares alcancen la edad laboral, habilitarán para 
trabajar sin necesidad de ningún otro trámite 
administrativo. 

Artículo 94. Residencia del hijo de residente legal . 
 
2. Los extranjeros menores de edad o incapacitados no 
nacidos en España que o bien sean hijos de españoles 
o de extranjeros residentes legales en España, o bien 
estén sujetos legalmente a la tutela de un ciudadano o 
institución españoles o de un extranjero residente legal 
en España podrán obtener autorización de residencia 
cuando se acredite su permanencia continuada en 
España durante un mínimo de dos años y sus padres o 
tutores cumplan los requisitos de medios de vida y 
alojamiento exigidos en este Reglamento para ejercer el 
derecho a la reagrupación familiar. 
Cuando los menores se encuentren en edad de 
escolarización obligatoria, se deberá acreditar 
adicionalmente que han estado matriculados en un 
centro de enseñanza y asistido regularmente a clase, 

Artículo 183. Residencia del hijo no nacido en 
España de residente. 
1. Los menores no nacidos en España, hijos de 
extranjeros con residencia en España, o sujetos 
legalmente a la tutela de un ciudadano o institución 
españoles o de un extranjero residente legal en España,  
 
podrán obtener autorización de residencia cuando se 
acredite su permanencia continuada en España durante 
un mínimo de dos años y sus padres o tutores cumplan 
los requisitos de medios de vida y alojamiento exigidos 
en este Reglamento para ejercer el derecho a la 
reagrupación familiar. 
2. Cuando los menores se encuentren en edad de 
escolarización obligatoria, se deberá presentar 
certificado que acredite su escolarización durante su 
permanencia en España. 
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salvo ausencias justificadas, durante su permanencia en 
España. La vigencia de las autorizaciones concedidas 
por este motivo estará vinculada, en su caso, a la de la 
autorización de residencia del padre, la madre o el tutor 
del interesado. 
 
 
3. Para las renovaciones de las autorizaciones de 
residencia reguladas en este artículo se seguirán los 
trámites y el procedimiento establecido para las 
autorizaciones de residencia de los familiares 
reagrupados. 
 

 
3. La vigencia de las autorizaciones concedidas por este 
motivo estará vinculada, en su caso, a la de la 
autorización de residencia del padre, la madre o el tutor 
del interesado. En caso de que la autorización derive de 
un vínculo con ciudadano comunitario, su duración será 
de cinco años. 
4. Para las renovaciones de las autorizaciones de 
residencia reguladas en este artículo se seguirán los 
trámites y el procedimiento establecido para las 
autorizaciones de residencia de los familiares 
reagrupados. 
5. Las autorizaciones de residencia concedidas en base 
a lo previsto en los apartados anteriores, cuando sus 
titulares alcancen la edad laboral, habilitarán para 
trabajar sin necesidad de ningún otro trámite 
administrativo. 

 Capítulo II. Desplazamiento temporal de menores 
extranjeros  

Artículo 93. Desplazamiento temporal de menores 
extranjeros. 
1. El desplazamiento de menores extranjeros a España,  
 
en programas promovidos y financiados por las 
Administraciones públicas, asociaciones sin ánimo de 
lucro o fundaciones u otras entidades o personas ajenas 
a quienes ejercen su patria potestad o tutela, para 
estancias temporales con fines de escolarización, 
tratamiento médico o disfrute de vacaciones, necesitará 
la autorización expresa de quien ejerza la patria 
potestad o tutela, así como el informe previo favorable 
del Subdelegado del Gobierno o Delegado del Gobierno 
en las comunidades autónomas uniprovinciales, en cuyo 
territorio vayan a permanecer.  
A estos efectos, el Delegado o Subdelegado del 
Gobierno podrá solicitar el informe del órgano de la 
comunidad o comunidades autónomas competente en 
materia de protección de menores, emitido a iniciativa 
de la entidad promotora del programa. 
4. La estancia temporal con fines de escolarización se 
tramitará de conformidad con lo establecido para el 
régimen de los estudiantes previsto en este Reglamento 
y acabará al finalizar el curso académico, en cuyo 
momento, salvo que razones excepcionales lo impidan, 
el menor deberá regresar a su país. 
En el caso de que desee continuar los estudios por más 
de un curso académico, se deberá incluir al menor en un 
nuevo programa. 
5. Los requisitos y exigencias de este artículo se 
entenderán cumplidos, a los efectos de la concesión del 
visado, a través del informe favorable del Subdelegado 
del Gobierno o Delegado del Gobierno en las 
comunidades autónomas uniprovinciales, a que se 
refiere el apartado 1.  
El informe se referirá al cumplimiento, por parte del 
programa, de los requisitos y autorizaciones exigibles en 
España, proporcionados para el fin de la estancia y su 
duración, tanto en materia sanitaria o de escolarización 
como de protección jurídica del menor en relación con la 
finalidad expuesta y de esa duración, que no podrá 
exceder de un curso académico, en orden a garantizar 
la ausencia de riesgo de desprotección de éste. 
Asimismo, se habrá de verificar la existencia de 
compromiso escrito de facilitar el regreso al país de 
origen de los menores, y el conocimiento de que la 

Artículo 184. Desplazamiento temporal de menores 
extranjeros. 
1. El desplazamiento de menores extranjeros a España 
para periodos no superiores a noventa días, en 
programas promovidos y financiados por las 
Administraciones públicas, asociaciones sin ánimo de 
lucro o fundaciones u otras entidades o personas ajenas 
a quienes ejercen su patria potestad o tutela, para 
estancias temporales con fines de 
 tratamiento médico o disfrute de vacaciones, necesitará 
la autorización expresa de quien ejerza la patria 
potestad o tutela, así como el informe previo favorable 
del Subdelegado del Gobierno o Delegado del Gobierno 
en las Comunidades Autónomas uniprovinciales, en 
cuyo territorio vayan a permanecer. 
Con carácter previo a la emisión del informe de la 
Delegación o Subdelegación del Gobierno, la entidad o 
persona que promueva el programa habrá de presentar 
ante ésta informe emitido por el órgano autonómico 
competente en materia de protección de menores sobre 
el programa. 
 
 
 
 
 
 
 
 
2. Los requisitos y exigencias de este artículo se 
entenderán cumplidos, a los efectos de la concesión del 
visado, a través del informe favorable del Subdelegado 
del Gobierno o Delegado del Gobierno a que se refiere 
el apartado 1. 
 
El informe se referirá al cumplimiento, por parte del 
programa, de los requisitos y autorizaciones exigibles en 
España, proporcionados para el fin de la estancia y su 
duración, tanto en materia sanitaria o de escolarización 
como de protección jurídica del menor en relación con la 
finalidad expuesta y de esa duración, que no podrá 
exceder de un curso académico, en orden a garantizar 
la ausencia de riesgo de desprotección de éste. 
Asimismo, se habrá de verificar la existencia de 
compromiso escrito de facilitar el regreso al país de 
origen de los menores, y el conocimiento de que la 
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acogida del menor no tiene por objeto la adopción, 
según lo referido en el apartado 3, y que el mencionado 
regreso no implica coste para el erario público, salvo 
que dicho coste haya sido asumido expresa y 
previamente por la autoridad competente. 
La oficina consular en el país de origen del menor 
deberá, no obstante, comprobar la autorización expresa 
de quien ejerza la patria potestad o tutela, así como todo 
lo relativo a los requisitos de los pasaportes individuales 
o colectivos, salvoconductos u otra documentación de 
viaje de los menores. 
(…) 2. Los Ministerios de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, de Trabajo y Asuntos Sociales y del 
Interior coordinarán el desplazamiento y estancia de 
estos menores, y por este último departamento se 
controlará su regreso al país de origen o de 
procedencia. 
3. En todos los casos, si los menores van a ser acogidos 
por familias o personas individuales, éstas deberán 
expresar por escrito su conocimiento de que la acogida 
del menor no tiene por objeto la adopción y su 
compromiso de favorecer el regreso a su país de origen 
o procedencia. 

acogida del menor no tiene por objeto la adopción, 
según lo referido en el apartado 4, y que el mencionado 
regreso no implica coste para el erario público, salvo 
que dicho coste haya sido asumido expresa y 
previamente por la autoridad competente. 
La Oficina Consular en el país de origen del menor 
deberá, no obstante, comprobar la autorización expresa 
de quien ejerza la patria potestad o tutela, así como todo 
lo relativo a los requisitos de los pasaportes individuales 
o colectivos, salvoconductos u otra documentación de 
viaje de los menores. 
3. Los Ministerios de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación, de Trabajo e inmigración y del Interior 
coordinarán el desplazamiento y estancia de estos 
menores, y por este último departamento se controlará 
su regreso al país de origen o de procedencia. 
 
4. En todos los casos, si los menores van a ser acogidos 
por familias o personas individuales, éstas deberán 
expresar por escrito su conocimiento de que la acogida 
del menor no tiene por objeto la adopción y su 
compromiso de favorecer el regreso a su país de origen 
o procedencia. 

 Artículo 185. Desplazamiento temporal de menores 
extranjeros con fines de Escolarización (se añade) 
1. La estancia derivada del desplazamiento temporal de 
menores con fines de escolarización tendrá naturaleza 
jurídica de estancia por estudios. 
2. Al desplazamiento temporal de menores con fines de 
escolarización en programas promovidos y financiados 
por las Administraciones públicas, asociaciones sin 
ánimo de lucro o fundaciones u otras entidades o 
personas ajenas a quienes ejercen su patria potestad o 
tutela, le resultará de aplicación el procedimiento 
establecido en el artículo anterior, debiendo acreditarse 
que el menor ha sido admitido en un centro de 
enseñanza reconocido oficialmente en España. 
3. La estancia acabará al finalizar el curso académico, 
en cuyo momento, salvo que razones excepcionales lo 
impidan, el menor deberá regresar a su país. 
En el caso de que desee continuar los estudios por más 
de un curso académico, se deberá incluir al menor en un 
nuevo programa. 

 Capítulo III. Menores extranjeros no acompañados 
 Artículo 186. Definición  (se añade) 

Lo previsto en el presente capítulo será de aplicación al 
extranjero menor de dieciocho años que llegue a 
territorio español sin venir acompañado de un adulto 
responsable de él, ya sea legalmente o con arreglo a la 
costumbre, apreciándose riesgo de desprotección del 
menor, mientras tal adulto responsable no se haya 
hecho cargo efectivamente del menor, así como a 
cualquier menor extranjero que una vez en España se 
encuentre en aquella situación. 
El contenido de este capítulo deberá interpretarse sin 
perjuicio de la posibilidad de que el menor extranjero no 
acompañado pueda cumplir los requisitos establecidos 
en los artículos 59 y 59bis de la Ley Orgánica 4/2000, 
de 11 de enero, o en la normativa española en materia 
de protección internacional. 

Artículo 92. Menores extranjeros no acompañados. 
 
 
 
 

Artículo 187. Determinación de la edad. 
1. Cuando los Cuerpos y Fuerzas de Seguridad 
localicen a un extranjero no acompañado cuya minoría 
de edad sea indubitada por razón de su documentación 
o de su apariencia física, éste será entregado a los 
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1. En los supuestos en que las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado tengan conocimiento de, o 
localicen en España a un extranjero indocumentado 
cuya minoría de edad no pueda ser establecida con 
seguridad, informará a los servicios de protección de 
menores para que, en su caso, le presten la atención 
inmediata que precise, de acuerdo con lo establecido en 
la legislación de protección jurídica del menor.  
Con carácter inmediato, se pondrá el hecho en 
conocimiento del Ministerio Fiscal, que dispondrá la 
determinación de su edad, para lo que colaborarán las 
instituciones sanitarias oportunas que, con carácter 
prioritario y urgente, realizarán las pruebas necesarias. 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
3. Si durante el procedimiento de determinación de la 
edad el menor precisara atención inmediata, las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado lo solicitarán a los 
servicios competentes de protección de menores. 
 
2. Determinada la edad, si se tratase de un menor, el 
Ministerio Fiscal lo pondrá a disposición de los servicios 
competentes de protección de menores. 
4. La Administración General del Estado, conforme al 
principio de reagrupación familiar del menor, después de 
haber oído al menor, y previo informe de los servicios de 
protección de menores, resolverá lo que proceda sobre 
la repatriación a su país de origen, o a aquel donde se 
encontrasen sus familiares, o, en su defecto, sobre su 
permanencia en España. De acuerdo con el principio del 
interés superior del menor, la repatriación a su país de 
origen solamente se acordará si se dieran las 
condiciones para la efectiva reagrupación familiar del 
menor, o para la adecuada tutela por parte de los 
servicios de protección de menores del país de origen. 
El procedimiento se iniciará de oficio por la 
Administración General del Estado o, en su caso, a 
propuesta de la entidad pública que ejerce la tutela del 
menor. El órgano encargado de la tutela del menor 
facilitará a la autoridad gubernativa cualquier 
información que conozca relativa a la identidad del 
menor, su familia, su país o su domicilio, y pondrá en su 
conocimiento las gestiones que haya podido realizar 
para localizar a la familia del menor. 
La autoridad gubernativa pondrá en conocimiento del 
Ministerio Fiscal todas las actuaciones llevadas a cabo 
en este procedimiento (…). 

servicios de protección de menores competentes, 
poniéndose tal hecho en conocimiento del Ministerio 
Fiscal. 
Los datos de identificación del menor serán inscritos en 
el Registro de menores extranjeros no acompañados. 
En el caso de que la minoría de edad de un extranjero 
indocumentado no pueda ser establecida con seguridad, 
las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, en 
cuanto tengan conocimiento de esa circunstancia o 
localicen al supuesto menor en España,  
 
informarán a los servicios autonómicos de protección de 
menores para que, en su caso, le presten la atención 
inmediata que precise de acuerdo con lo establecido en 
la legislación de protección jurídica del menor. 
Con carácter inmediato, se pondrá el hecho en 
conocimiento del Ministerio Fiscal, que dispondrá, en el 
plazo más breve posible, la determinación de su edad, 
para lo que deberán colaborar las instituciones 
sanitarias oportunas que, con carácter prioritario y 
urgente, realizarán las pruebas necesarias. 
Igualmente, se dará conocimiento de la localización del 
menor o posible menor al Delegado o Subdelegado del 
Gobierno competente por razón del territorio donde éste 
se encuentre. 
2. La Secretaría de Estado de Inmigración y Emigración 
impulsará la adopción de un Protocolo Marco de 
Menores Extranjeros No Acompañados destinado a 
coordinar la intervención de todas las instituciones y 
administraciones afectadas, desde la localización del 
menor o supuesto menor hasta su identificación, 
determinación de su edad, puesta a disposición de la 
Entidad Pública de protección de menores y 
documentación. 
3. Si durante el procedimiento de determinación de la 
edad el menor precisara atención inmediata, las Fuerzas 
y Cuerpos de Seguridad del Estado la solicitarán a los 
servicios autonómicos competentes en materia de 
protección de menores. 
4. En el decreto del Ministerio Fiscal que fije la edad del 
menor extranjero se decidirá su puesta a disposición de 
los servicios competentes de protección de menores, 
dándose conocimiento de ello al Delegado o 
Subdelegado del Gobierno competente. 
En caso de que la determinación de la edad se realice 
en base al establecimiento de una horquilla de años, se 
considerará que el extranjero es menor si la edad más 
baja de ésta es inferior a los dieciocho años. 
El decreto del Ministerio Fiscal en el que se fije la edad 
del menor extranjero se inscribirá en el Registro de 
menores no acompañados de conformidad con lo 
previsto en el artículo 212 de este Reglamento. 
5. Tras haber sido puesto el menor a su disposición, la 
entidad de protección de menores le informará, de modo 
fehaciente y en un idioma comprensible para éste, del 
contenido básico del derecho a la protección 
internacional y del procedimiento previsto para su 
solicitud, así como de la normativa española en materia 
de protección de menores. De dicha actuación quedará 
constancia escrita. 
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Artículo 92.  Menores extranjeros no acompañados.  
 
 
(…) La Administración General del Estado,  
competente para llevar a cabo los trámites relativos a la 
repatriación desde España de un menor extranjero en 
situación de desamparo, actuará a través de las 
Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno, las 
cuales solicitarán de la Comisaría General de 
Extranjería y Documentación la realización de las 
gestiones necesarias ante las embajadas y consulados 
correspondientes, para localizar a los familiares de los 
menores o, en su defecto, los servicios de protección de 
menores de su país de origen que se hicieren 
responsables de ellos. Si no existiera representación 
diplomática en España, estas gestiones se canalizarán a 
través del Ministerio de Asuntos Exteriores y de 
Cooperación. 
Una vez localizada la familia del menor o, en su defecto, 
los servicios de protección de menores de su país, se 
procederá a la repatriación mediante su entrega a las 
autoridades de fronteras del país al que se repatríe. No 
procederá esta medida cuando se hubiera verificado la 
existencia de riesgo o peligro para la integridad del 
menor, de su persecución o la de sus familiares. 
En el caso de que el menor se encontrase incurso en un 
proceso judicial, la repatriación quedará condicionada a 
la autorización judicial. En todo caso deberá constar en 
el expediente la comunicación al Ministerio Fiscal. 
La repatriación del menor será acordada por el 
Delegado del Gobierno o por el Subdelegado del 
Gobierno, y ejecutada por los funcionarios del Cuerpo 
Nacional de Policía. 
La repatriación se efectuará a costa de la familia del 
menor o de los servicios de protección de menores de 
su país. En caso contrario, se comunicará al 
representante diplomático o consular de su país a estos 
efectos. Subsidiariamente, la Administración General del 
Estado se hará cargo del coste de la repatriación. 
5. Transcurridos nueve meses desde que el menor haya 
sido puesto a disposición de los servicios competentes 
de protección de menores, de acuerdo con el apartado 
2, y una vez intentada la repatriación con su familia o al 
país de origen, si ésta no hubiera sido posible, se 
procederá a otorgarle la autorización de residencia a la 
que se refiere el artículo 35.4 de la Ley Orgánica 
4/2000, de 11 de enero. En todo caso, el hecho de no 
contar con autorización de residencia no supondrá 
obstáculo para el acceso del menor a aquellas 
actividades o programas de educación o formación que, 
a criterio de la entidad de protección de menores 
competente, redunden en su beneficio. 
El hecho de que se haya autorizado la residencia no 
será impedimento para la repatriación del menor, 
cuando posteriormente pueda realizarse conforme a lo 
previsto en este artículo. 
En el caso de menores tutelados por la entidad de 
protección de menores competente que alcancen la 
mayoría de edad sin haber obtenido la citada 
autorización de residencia y hayan participado 
adecuadamente en las acciones formativas y 
actividades programadas por dicha entidad para 
favorecer su integración social, ésta podrá recomendar 
la concesión de una autorización temporal de residencia 
por circunstancias excepcionales, a la que se hará 
extensivo lo dispuesto en el artículo 40.j de la Ley 

Artículo 188. Competencia sobre el procedimiento 
de repatriación del menor extranjero no 
acompañado y actuaciones previas. 
1. Las Delegaciones y Subdelegaciones del Gobierno 
serán los Centros directivos competentes para llevar a 
cabo los trámites relativos a la repatriación de un menor 
extranjero no acompañado, previstos en el artículo 35 
de la Ley Orgánica 4/2000, de 11 de enero y en los 
Acuerdos bilaterales suscritos por España sobre la 
materia. 
La competencia atribuida a la Delegaciones y 
Subdelegaciones del Gobierno incluirá la práctica de las 
actuaciones informativas previas y, en su caso, la 
incoación, tramitación y resolución del procedimiento 
regulado en este artículo. 
2. Se considerará Delegación o Subdelegación del 
Gobierno competente aquélla en cuyo territorio se halle 
el domicilio del menor. 
El Centro directivo que inicie el procedimiento lo 
comunicará a la correspondiente Delegación o 
Subdelegación del Gobierno en la provincia donde esté 
ubicada la entidad que tenga atribuida la tutela legal, 
custodia, protección provisional o guarda, cuando su 
domicilio no coincida con el del menor. 
 3. La Delegación o Subdelegación del Gobierno 
solicitará, través de la Comisaría General de Extranjería 
y Fronteras, informe de la representación diplomática 
del país de origen del menor sobre las circunstancias 
familiares de éste. En caso de que dicho país no cuente 
con representación diplomática en España, el informe 
será solicitado a través de la Dirección General de 
Asuntos Consulares y Migratorios. 
De cada solicitud y actuaciones posteriores se dará 
cuenta a la Secretaría de Estado de Inmigración y 
Emigración, a la Comisaría General de Extranjería y 
Fronteras y, en su caso, a la Dirección General de 
Asuntos Consulares y Migratorios. 
4. Sin perjuicio del informe reseñado en el apartado 
anterior, la Delegación o Subdelegación del Gobierno 
requerirá de la entidad que tenga atribuida la tutela 
legal, custodia, protección provisional o guarda cualquier 
información sobre la situación del menor. Dicha 
información será igualmente requerida a la 
Administración autonómica del territorio en el que el 
menor tenga su domicilio, así como a aquélla donde 
está ubicada la entidad que tenga atribuida la tutela 
legal, custodia, protección provisional o guarda. 
5. La solicitud de informe responderá a un modelo tipo, 
a elaborar conjuntamente por las Secretarías de Estado 
de Inmigración y Emigración y de Seguridad. Se 
solicitarán, entre otros datos, los relativos a la filiación 
del menor y a las circunstancias sociales y familiares de 
su entorno en el país de origen. 
En la solicitud de informe se hará constar la necesidad 
de que, de decidir la representación diplomática del país 
de origen sustituir la información sobre la familia por la 
relativa a sus servicios de protección del menor, la 
contestación refleje expresamente el compromiso por 
escrito de la autoridad competente del país de origen de 
asumir la responsabilidad sobre el menor. 
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Orgánica 4/2000, de 11 de enero. 
6. Si se trata de menores solicitantes de asilo, se estará 
a lo dispuesto en el artículo 15.4 del Reglamento de 
ejecución de la Ley 5/1984, de 26 de marzo, reguladora 
del derecho de asilo y de la condición de refugiado, 
aprobado por el Real Decreto 203/1995, de 10 de 
febrero. 
 Artículo 189. Inicio del procedimiento de 

repatriación del menor extranjero no acompañado  
(se añade) 
1. El Delegado o Subdelegado de Gobierno competente 
acordará la incoación del procedimiento de repatriación 
del menor cuando, según las informaciones recibidas de 
acuerdo con lo previsto en el artículo anterior, se 
considere que el interés superior del menor se satisface 
con la reagrupación con su familia o su puesta a 
disposición de los servicios de protección de su país de 
origen. La incoación del procedimiento deberá grabarse 
en la aplicación informática correspondiente. 
En el acuerdo de iniciación se hará constar 
expresamente la identidad del menor y la existencia de 
informe de las autoridades competentes del país de 
origen. 
2. El acuerdo de incoación del procedimiento será 
notificado inmediatamente al menor, al Ministerio Fiscal 
y a la entidad que ostente su tutela legal, custodia, 
protección provisional o guarda. Asimismo, cualquier 
actuación o incidencia que se produzca en el curso de 
procedimiento será comunicada al Ministerio Fiscal a la 
mayor brevedad posible. 
Al mismo tiempo, el menor será informado por escrito, 
en una lengua que le sea comprensible y de manera 
fehaciente, de los antecedentes que han determinado la 
incoación del procedimiento y de cuantos derechos le 
asisten, con especial mención a la asistencia de 
intérprete si no comprende o habla el idioma español. 

 Artículo 190. Alegaciones y dete rminación del 
periodo de prueba  (se añade) 
1. Comunicado el acuerdo de incoación del 
procedimiento se iniciará un periodo de diez días hábiles 
a computar desde el siguiente a la correspondiente 
notificación, en el que el menor extranjero, la entidad 
que ostente su tutela legal, custodia, protección 
provisional o guarda y, en su caso, el Ministerio Fiscal 
podrán formular cuantas alegaciones de hecho o de 
derecho consideren oportunas, así como proponer las 
pruebas pertinentes sobre los hechos alegados. 
Si el menor ha alcanzado la edad de dieciséis años 
podrá intervenir en esta fase por sí mismo o a través de 
representante que designe. En caso de que no haya 
alcanzado dicha edad, será representado por la entidad 
que ostente su tutela legal, custodia, protección 
provisional o guarda. 
No obstante, cuando el menor de dieciséis años con 
juicio suficiente hubiera manifestado una voluntad 
contraria a la de quien ostenta su tutela legal, custodia, 
protección provisional, guarda o representación legal, se 
suspenderá el curso del procedimiento hasta que le sea 
nombrado defensor judicial. Sin perjuicio de que pueda 
apreciarse dicho grado de madurez en una edad inferior, 
se entenderá que el extranjero mayor de doce años 
tiene juicio suficiente. 
Corresponderá al Ministerio Fiscal, al propio menor o a 
cualquier persona con capacidad para comparecer en 
juicio instar de la autoridad judicial competente el 
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nombramiento de dicho defensor. 
2. Durante el trámite de alegaciones la Delegación o 
Subdelegación del Gobierno recabará informe de la 
Entidad pública de protección de menores sobre la 
situación del menor en España, así como cualquier 
información que pueda conocer sobre la identidad del 
menor, su familia, su país o su domicilio cuando la 
misma no se hubiera presentado con anterioridad. El 
informe habrá de ser emitido en el plazo máximo de diez 
días desde su solicitud. 
3. Cuando los hechos alegados por el menor, su 
representante legal o defensor judicial o por la entidad 
que ostente su tutela legal, custodia, protección 
provisional o guarda tuvieran relevancia decisiva para la 
adopción del acuerdo de repatriación, el instructor del 
procedimiento, de oficio o a instancia de parte, acordará 
la apertura de un período de prueba por un plazo no 
superior a treinta días ni inferior a diez, a fin de que 
puedan practicarse cuantas sean pertinentes. 
En caso de apertura de un periodo de pruebas a 
instancia de parte, el instructor del procedimiento podrá 
suspender el transcurso del plazo para la resolución de 
éste durante el tiempo necesario para la incorporación 
de los resultados al expediente. 
4. Asimismo, el Ministerio Fiscal emitirá informe, a la 
mayor brevedad posible, a cuyos efectos el instructor 
del procedimiento le remitirá la documentación que obre 
en el expediente. 

 Artículo 191. Trámite de audiencia  y resolución del 
procedimiento  (se añade) 
1. Tras la incorporación al expediente de los informes 
mencionados en los artículos 187 y 188 y, en su caso, el 
resultado de la prueba practicada, el Delegado o 
Subdelegado del Gobierno dará inicio al trámite de 
audiencia. En dicho trámite se garantizará la presencia 
del menor que tuviera juicio suficiente para que 
manifieste lo que considere en relación con su 
repatriación. 
Al trámite de audiencia serán convocados el Ministerio 
Fiscal, el tutor y, en su caso, el defensor judicial o el 
representante designado por el menor. 
La audiencia se documentará en acta, que será suscrita 
por los presentes y a la que se incorporarán como 
anexo cuantos documentos y justificantes se aporten. 
2. Realizado el trámite de audiencia, el Delegado o 
Subdelegado del Gobierno resolverá, de acuerdo con el 
principio de interés superior del menor, sobre la 
repatriación del menor a su país de origen o donde se 
encuentren sus familiares o sobre su permanencia en 
España. 
La resolución establecerá si la repatriación será 
realizada en base a la reagrupación familiar o mediante 
su puesta a disposición de los servicios de protección 
del menor de su país de origen. 
La resolución pondrá fin a la vía administrativa y será 
grabada en la aplicación informática correspondiente 
para su constancia en el Registro de menores 
extranjeros no acompañados. Será notificada, en el 
plazo de diez días, al menor o, en su caso, a su 
representante. En el mismo plazo, será comunicada al 
tutor del menor y al Ministerio Fiscal. 
En la propia resolución o en documento aparte, se hará 
expresa mención a la necesidad de solicitar el 
reconocimiento del derecho de asistencia jurídica 
gratuita para el ejercicio de éste, en caso de que se 
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decidiera impugnar la resolución en vía contencioso-
administrativa. 
3. El plazo máximo para la resolución y notificación del 
procedimiento será de seis meses desde la fecha del 
acuerdo de inicio del procedimiento. 

 Artículo 192. Ejecución de la repatriación  (se añad e) 
1. Sin perjuicio de las funciones del Cuerpo Nacional de 
Policía en la ejecución de la resolución, el menor será 
acompañado por personal adscrito a los servicios de 
protección del menor bajo cuya tutela legal, custodia, 
protección provisional o guarda se encuentre hasta el 
momento de su puesta a disposición de las autoridades 
competentes de su país de origen. 
2. En el caso de que el menor se encontrase incurso en 
un proceso judicial y conste este hecho acreditado en el 
expediente administrativo de repatriación, la ejecución 
de ésta estará condicionada a la autorización judicial. En 
todo caso deberá constar en el expediente la 
comunicación al Ministerio Fiscal. 
3. La repatriación se efectuará a costa de la familia del 
menor o de los servicios de protección de menores de 
su país. En caso contrario, se comunicará al 
representante diplomático o consular de su país a estos 
efectos. Subsidiariamente, la Administración General del 
Estado se hará cargo del coste de la repatriación, salvo 
en lo relativo al desplazamiento del personal adscrito a 
los servicios de protección del menor bajo cuya tutela 
legal, custodia, protección provisional o guarda se 
encuentre el menor. 

 Artículo 193. Residencia del menor extranjero no 
acompañado  (se añade) 
1. Una vez haya quedado acreditada la imposibilidad de 
repatriación del menor, y en todo caso transcurridos 
nueve meses desde que el menor haya sido puesto a 
disposición de los servicios competentes de protección 
de menores, se procederá a otorgarle la autorización de 
residencia a la que se refiere el artículo 35.7 4 de la Ley 
Orgánica 4/2000, de 11 de enero. 
2. La Oficina de Extranjería de la Delegación o 
Subdelegación del Gobierno en la provincia en la que 
esté fijado el domicilio del menor iniciará, de oficio, por 
orden superior o a instancia de parte, el procedimiento 
relativo a la autorización de residencia. 
En caso de inicio de oficio o por orden superior, la 
Oficina de Extranjería comunicará al menor el acuerdo 
de inicio del procedimiento a través de la entidad de 
protección de menores bajo cuya tutela legal, custodia, 
protección provisional o guarda se encuentre, 
interesando la aportación de la siguiente 
documentación, que igualmente será la que deberá ser 
aportada junto a la solicitud en los casos de inicio a 
instancia de parte: 
a) Copia completa del pasaporte en vigor o título de 
viaje, reconocido como válido en España, del menor. En 
su caso, este documento será sustituido por cédula de 
inscripción del menor, en vigor.  
b) Documento acreditativo de que la persona física que 
interviene en el procedimiento tiene competencia para 
ello en representación de la entidad de protección de 
menores. 
c) Documento acreditativo de la relación de tutela legal, 
custodia, protección provisional o guarda entre el menor 
y la entidad de protección de menores. 
3. La Delegación o Subdelegación del Gobierno 
resolverá sobre el procedimiento y notificará la 
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resolución al menor en el plazo máximo de un mes. La 
resolución será comunicada al Ministerio Fiscal en el 
plazo de diez días desde que se dicte. 
El representante del menor deberá solicitar 
personalmente, en el plazo de un mes desde la fecha de 
notificación de la resolución, y ante la Oficina de 
Extranjería correspondiente, la tarjeta de identidad de 
extranjero. 
4. La autorización de residencia tendrá una vigencia de 
un año, retrotrayéndose su eficacia a la fecha de la 
resolución del Ministerio Fiscal por la que se determinó 
la puesta a disposición del menor de la entidad de 
protección de menores. 
5. El procedimiento sobre la renovación de la 
autorización de residencia será iniciado de oficio por la 
Oficina de Extranjería competente, durante los 60 días 
naturales previos a la fecha de expiración de su 
vigencia. El inicio del procedimiento prorrogará la 
validez de la autorización anterior hasta la resolución del 
procedimiento. 
Procederá la renovación de la autorización cuando 
subsistan las circunstancias que motivaron su concesión 
inicial. 
La vigencia de la autorización renovada será de un año, 
salvo que corresponda una autorización de residencia 
de larga duración. 

 Artículo 194. Acceso a la mayoría de edad del menor  
extranjero no acompañado que es titular de una 
autorización de residencia  (se añade) 
1. En el caso de menores sobre los que una la entidad 
de protección de menores tenga la tutela legal, custodia, 
protección provisional o guarda, competente que 
alcancen la mayoría de edad siendo titulares de una 
autorización de residencia concedida en base al artículo 
anterior, su titular podrá solicitar la renovación de la 
misma en modelo oficial, durante los 60 días naturales 
previos a la fecha de expiración de su vigencia. La 
presentación de la solicitud en este plazo prorrogará la 
validez de la autorización anterior hasta la resolución del 
procedimiento. 
También se prorrogará hasta la resolución del 
procedimiento en el supuesto en que la solicitud se 
presentase dentro de los 90 días naturales posteriores a 
la fecha en que hubiera finalizado la vigencia de la 
anterior autorización, sin perjuicio de la incoación del 
correspondiente procedimiento sancionador por la 
infracción en la que se hubiese incurrido.  
2. La autorización será renovada de acuerdo con el 
procedimiento para la renovación de una autorización de 
residencia temporal de carácter no lucrativo, con las 
siguientes particularidades: 
a) La cuantía a acreditar como medios de vida para su 
sostenimiento se establece en una cantidad que 
represente mensualmente el 100% del IPREM. 
b) Podrán ser tenidos en cuenta los informes positivos 
que, en su caso y a estos efectos, puedan presentar las 
entidades públicas competentes, de acuerdo con lo 
previsto en el artículo 35.9 de la Ley Orgánica 4/2000, 
de 11 de enero. 
3. Se tendrá en especial consideración el grado de 
inserción del solicitante en la sociedad española, que 
será determinado tras la valoración de los siguientes 
aspectos: 
a) El respecto a las normas de convivencia en el centro 
de protección. 
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b) El grado de conocimiento de las lenguas oficiales del 
Estado. 
c) La existencia de lazos familiares en territorio español 
con ciudadanos españoles o extranjeros residentes. 
d) El tiempo que haya estado sujeto a un acogimiento, 
guarda o tutela de hecho por un ciudadano o institución 
española. 
e) La continuidad en los estudios. 
f) La existencia una oferta o contrato de trabajo. 
g) La participación en itinerarios de formación. 
4. La vigencia de la autorización renovada será de dos 
años, salvo que corresponda una autorización de 
residencia de larga duración. 
5. En el plazo de un mes desde la notificación de la 
resolución por la que se renueva la autorización, su 
titular deberá solicitar la correspondiente tarjeta de 
identidad de extranjero. 
6. En el momento de su acceso a la mayoría de edad o 
durante cualquier momento posterior, podrá ser 
solicitada la modificación de la autorización de 
residencia vigente de cara a la obtención de una 
autorización de residencia y trabajo, en los términos 
establecidos en el artículo 197 de este Reglamento. A 
los efectos de dicha modificación, podrán ser 
presentados uno o más contratos de trabajo de vigencia 
sucesiva. 

 Artículo 195. Acceso a la mayoría de edad del menor  
extranjero no acompañado que no es titular de una 
autorización de residencia  (se añade) 
1. En el caso de menores sobre los que una entidad de 
protección de menores ostente la tutela legal, custodia, 
protección provisional o guarda, que alcancen la 
mayoría de edad sin haber obtenido la autorización de 
residencia prevista en el artículo 193 de este 
Reglamento y hayan participado adecuadamente en las 
acciones formativas y actividades programadas por 
dicha entidad para favorecer su integración social, ésta 
podrá recomendar la concesión de una autorización 
temporal de residencia por circunstancias 
excepcionales. 
2. Sin perjuicio de lo anterior, y de que la 
recomendación de la entidad habrá de acompañar a la 
solicitud de autorización, está será presentada 
personalmente por el extranjero durante los sesenta 
días naturales previos o en los noventa días naturales 
posteriores a la fecha en que cumpla los dieciocho años. 
Igualmente, habrá de acreditar, alternativamente: 
a) Que cuenta con medios de vida suficientes para su 
sostenimiento, en una cantidad que represente 
mensualmente el 100% del IPREM. 
b) Que cuenta con un contrato o contratos de trabajo de 
vigencia sucesiva respecto a los que se reúnen los 
requisitos establecidos en los apartados b), c), d), e) y f) 
del artículo 64.3 de este Reglamento. 
c) Que reúne los requisitos establecidos en los 
apartados a), b) c) y d) del artículo 103.3 de este 
Reglamento de cara al ejercicio de una actividad por 
cuenta propia. 
No obstante, la rentabilidad esperada del proyecto 
deberá ser, como mínimo, una cantidad para garantizar 
los gastos relativos a su manutención y alojamiento que 
represente mensualmente el 100% del IPREM. 
En caso de concesión de la autorización en base a lo 
previsto en los apartados b) y c) anteriores, ésta 
conllevará una autorización de trabajo y su vigencia 
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estará condicionada a la posterior afiliación y alta del 
trabajador en la Seguridad Social en el plazo de un mes 
desde la notificación de la resolución. 
3. En el marco del procedimiento se tendrá en especial 
consideración el grado de inserción del solicitante en la 
sociedad española, en los términos previstos en el 
apartado 3 del artículo anterior. 

 


